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INFORME 
DE LA PRIMERA REUNION DE EXPERTOS ANDINOS SOBRE SERVICIOS FINANCIEROS
La Primera Reunión de Expertos Andinos sobre  Servicios Financieros, se celebró en la sede de la Secretaría General de la Comunidad Andina, los días 27 y 28 de febrero de 2007, con la participación de delegados de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú, y técnicos de la Secretaría General de la Comunidad Andina.  La lista de participantes de la I Reunión, consta como Anexo I de la presente Acta.
Inauguración de la Reunión

La reunión se inició con las palabras de bienvenida del Coordinador de Políticas Macroeconómicas y Servicios, Dr. Juan Falconi Morales,  quien señaló que la aprobación de la Decisión 659 es un importante avance en el proceso de consolidación de la integración andina, al haberse definido reglas claras sobre el sector Servicios.

Dicha  Decisión ratifica la vigencia de la zona de libre comercio de servicios de acuerdo a lo previsto en la Decisión 439, y somete al  sector de servicios financieros a reglas especiales, cuya normativa deberá ser aprobada antes del 30 de septiembre de 2007, cuyos trabajos se inician con esta reunión.
Agenda

La reunión tuvo como punto único de Agenda definir el Régimen que regulará la liberalización del Sector de Servicios Financieros, y un cronograma de trabajo para su establecimiento.
Desarrollo de la Reunión

Para contribuir con el proceso de definición del Régimen que regulará la liberalización del Sector de Servicios Financieros, la Secretaría General de la Comunidad Andina presentó una Propuesta de Decisión “Liberalización del Comercio de Servicios Financieros en la Comunidad Andina”, que había sido analizada y casi concluida por los Países Miembros hacia finales del año 2004. El detalle de dicha Propuesta de Decisión consta en el Anexo II de la presente Acta.
Se resaltó que dicha propuesta fue remitida a los Países Miembros como antecedente para esta reunión, y que son los países quienes decidirán si la toman en cuenta o no para definir el régimen relativo al sector. 
También se mencionó que en cuanto a Servicios Financieros se refiere, el listado de medidas disconformes establecidas mediante la Decisión 510 ya no es referencia para la elaboración del régimen de liberalización respectivo.

La Secretaría también señaló que es necesario definir un cronograma de trabajo y las modalidades que se seguirán para desarrollar la normativa que regulará la liberalización del sector.
Respecto de esta propuesta del 2004, se reflejaron dos posiciones entre las delegaciones: 
1. Que la propuesta de Decisión se desarrolló en un contexto de apertura total del sector, y que en el marco de la Decisión 659 el escenario ha cambiado, por lo que se tiene que definir una nueva propuesta considerando el corto plazo del que disponen las delegaciones con dicho fin.
2. Que se analizará dicha propuesta de Decisión para evaluar cómo se incorpora en la estructuración del nuevo régimen, según lo dispone la Decisión 659.

Perú, considerando que el sector de Servicios Financieros debe tener un tratamiento particular como lo establece el Artículo 2 de la Decisión 659, presentó una propuesta para definir el Régimen que regulará el Sector de Servicios Financieros, cuyo texto consta en el Anexo III.
Informó que dicho Proyecto estaría basado en el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios (AGCS), en un formato similar al negociado con los Estados Unidos de América (EUA) en el marco del Tratado de Libre Comercio (TLC) y que reflejaría los intereses comunes de preservar ciertas medidas restrictivas al comercio de servicios financieros, que deberían mantenerse por su componente prudencial y regulatorio.
Perú explicó el articulado de su propuesta de Decisión, basada en un enfoque híbrido de listas positivas (en el caso del comercio transfronterizo) y listas negativas (en el caso de la inversión), lo que contemplaría los intereses y preocupaciones que los Países Miembros reflejaron en la negociación de la Decisión 659.

Respecto a la propuesta presentada por Perú, los países consideraron lo siguiente:
1. Encontrarse de acuerdo con la propuesta de Perú reconociendo que la diferencia entre el contenido de ésta y el del Proyecto de Decisión del año 2004 es puramente conceptual, aunque no objetó la posibilidad de una redacción alternativa (Colombia, con respaldo de Ecuador).

2.  La importancia de ajustarlo a los intereses de todos los Países Miembros y a la sensibilidad del sector, considerando la inclusión de medidas permanentes y temporales sobre la materia (Colombia, con respaldo de Ecuador).
3. Bolivia, de su lado, recomendó no avanzar sobra la base de la propuesta, porque tenían observaciones respecto del formato del proyecto. Considera que se debería eliminar de la propuesta el tratamiento a la inversión y a la expropiación.
4. Respecto del proyecto del año 2004, Bolivia señaló que podría ser trabajado en torno al nuevo contexto de la Decisión 659, pues refleja mejor el alcance de lo que debería ser la liberalización del sector. Solicitó asimismo trabajar en una “guía de lectura” de los anexos incluidos en el referido Proyecto, en la que se que haga explícito que el modo 3 no está excluido del acuerdo y, además, que no se considera una disconformidad. De ser así, la delegación boliviana estaría dispuesta a trabajar en la propuesta.

5. Colombia, Ecuador y Perú estuvieron de acuerdo en encontrar un formato para el Proyecto de Decisión que respete los intereses de todos los Países Miembros, estableciendo con claridad y de manera explícita la solicitud de Bolivia.
Con el ánimo de avanzar, los Países Miembros decidieron lo siguiente:

1. Sin perjuicio de no contar aún con un texto definitivo de Propuesta de Decisión, avanzar en la definición de los temas que debería tratar el Régimen que regulará la liberalización del Sector de Servicios Financieros.
Los países, a excepción de Bolivia, concluyeron que la propuesta, independientemente del texto de las disciplinas, contendrá los siguientes anexos:

· Listas positivas en el tema de comercio transfronterizo.

· Listas de medidas contrarias al acceso a mercado y trato nacional.

Sobre este tema Bolivia, manifestó que se pronunciaría oportunamente.
2. Elaborar un cronograma de trabajo para la definición del Régimen.

Al respecto se acordó realizar reuniones presenciales en la sede de la Secretaría General, según el siguiente calendario:
· 27 y 28 de marzo, II Reunión  

· 26 y 27 de Abril, III Reunión

· 30 y 31 de Mayo, IV Reunión
· 28 y 29 de junio , V Reunión
· 25 y 26 de Julio, VI Reunión 
Acuerdos de la Reunión:

· Bolivia se comprometió a enviar su posición a la SGCAN sobre la propuesta presentada por Perú el 19 de marzo, 2007.
· Ecuador, Colombia y Perú acordaron remitir, a más tardar el 19 de marzo, 2007, el listado de las medidas a ser incluidas en los anexos del Proyecto de Decisión.

· Los Países Miembros solicitaron a Bolivia establecer con prontitud su posición sobre el Proyecto de Decisión presentado por Perú.

· La SGCAN se comprometió a enviar, en el transcurso de la próxima semana, el informe de la presente reunión y la convocatoria para la II Reunión.

ANEXO I

BOLIVIA

Yovanna Soria Galvarro Rosales
Jefe (ai), Unidad de Integración Latinoamericana

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

Email: gsoriagalvarro@rree.gov.bo
Telf.: (5912)2408900

La Paz

Mónica La Fuente Rojas

Funcionaria de Cancillería

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

Telf.: (5912) 2408900

Email: mlafuente@rree.gov.bo 

La Paz

Silvia Palacios Antezana

Jefe División Intendencia de Estudios y Normas

Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras

Email: spalacios@sbef.gov.bo
Telf.: (5912) 2431919

La Paz

C.J. Arnold Saldías Pozo

Intendente a.i. de Valores

Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros

Email: asaldias@spus.gov.bo
Telf. : 5912-2335111

COLOMBIA

César Prado Villegas

Director General de Regulación Financiera

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Email: cprado@minhacienda.gov.co
Telf.: (571)3812340

Bogotá

Guillermo Alberto Duarte Quevedo

Asesor Ministerio de Hacienda

Ministerio de Hacienda y Crédito Público

Email: gduarte@minhacienda.gov.co
Telf.: (571)3812300

Bogotá

ECUADOR

Rodrigo Espinosa Bermeo

Director Nacional de Estudios

Superintendencia de Bancos y Seguros

Email: respinosabermeo@superban.gov.ec

Telf. : (005932)2231616

Quito

Rosa María Herrera Delgado

Experto Supervisión 

Dirección nacional de Estudios

Superintendencia de Bancos y Seguros

Email: romariaherrera@superban.gov.ec
Telf.: (5932) 2231616

Quito

V. Xavier Dávalos  Gonzáles

Profesional G.

Ministerio de Economía y Finanzas

Email: xdavalos@mef.gov.ec
Telf.: (5932) 2503843

Quito

Santiago Segovia Larrea

Investigador Economista

Banco Central del Ecuador

Email : ssegovia@bce.ec
Telf. : (005932)2255777 Anexo 2630

Quito

PERU

Luis Alberto De la Cruz Flores

Analista

Comisión Nacional Supervisora

Email: ldelacruz@conasev.gob.pe
Telf.: (511) 610-6300

Lima

Ursula Reátegui Séller

Analista Legal

Superintendencia de Banca y Seguros y AFP

Email: ureategui@sbs.gob.pe
Telf.: 221-8990 anexo 4713

Lima

Lourdes Sabina Poma Cañazaca

Analista

Superintendencia de Banca, Seguros y AFP

Email: lpoma@sbs.gob.pe
Telf.: 2218990 Anexo 4111

Lima

John Bayly Correa

Consultor

Ministerio de Economía

Email: jbayly@mef.gob.pe
Telf.: 4284207

Lima

Gerardo Antonio Meza Grillo

Funcionario

Ministerio de Comercio Exterior y Turismo

Email: gmeza@mincetur.gob.pe
Telf.: 5136100  anexo 1230

Lima

Jose Luis Castillo Mezarino

Funcionario

MINCETUR

Email : jlcastillo@mincetur.gob.pe
Telf. : 5136100-8091

Lima

Benjamín Nuñez del Prado

Coordinador de las Negociaciones

De Servicios

MINCETUR

Email :  bchavez@mincetur.gob.pe

Telf.: 513-6119

Lima

SECRETARIA GENERAL DE LA COMUNIDAD ANDINA

Juan Falconí Morales

Coordinador

Teléfono: (511) 4111400 

Fax: (511) 2213329

Email: jfalconi@comunidadandina.org

Ana María Cárdenas Pino

Gerente

Telf: (511) 411 1400

Fax: (511) 2213329

E-mail: acardenas@comunidadandina.org

Maria Clara Gutiérrez

Asesoria Jurídica

Teléfono : (51-1) 4111400 

Fax : (51-1) 2213329

e-mail : mcgutierrez@comunidadandina.org

Sara Benites Orjeda

Asistente

Telf: (511) 411 1400

Fax: (511) 2213329

E-mail: sbenites@comunidadandina.org

ANEXO II

PROYECTO DE DECISIÓN

LIBERALIZACION DEL COMERCIO DE SERVICIOS FINANCIEROS EN LA COMUNIDAD ANDINA

LA COMISION DE LA COMUNIDAD ANDINA,


VISTOS: Los artículos 3, literal f), en la parte correspondiente a los Programas y Acciones de Cooperación Económica y Social, 11, 55 y 139 del Acuerdo de Cartagena, la Decisión 439 y la Propuesta … de la Secretaría General;

CONSIDERANDO: 

Que la liberalización del comercio de servicios financieros contribuye al crecimiento, eficiencia y desarrollo en general de los servicios financieros, como también al incremento en la competitividad de otros sectores productivos;


Que la Comisión de la Comunidad Andina aprobó el 11 de junio de 1998 la Decisión 439, mediante la cual se estableció el Marco General de Principios y Normas para la Liberalización del Comercio de Servicios en la Comunidad Andina;


Que de acuerdo a la referida Decisión, a más tardar en el año 2005 se deberá culminar el proceso de liberalización del comercio intrasubregional de servicios, mediante el levantamiento de las medidas restrictivas mantenidas por cada País Miembro y contenidas en el inventario adoptado mediante la Decisión 510;


Que la Disposición Transitoria Cuarta de la Decisión 439 dispone la elaboración de un Proyecto de Decisión a través del cual se establezcan las condiciones para la aplicación de los principios, compromisos y normas contenidas en el Marco General;


Que en las Declaraciones de Sucre y Guayaquil, los Presidentes de los Países Andinos han resaltado la importancia de construir el Mercado Común Andino y, de manera particular, avanzar en la integración de los mercados financieros y de capitales, buscando establecer sistemas financieros competitivos y sólidos;


Que a los efectos de que la liberalización de servicios financieros rinda los máximos beneficios es importante complementarla con un proceso de armonización gradual de criterios prudenciales y de supervisión;

DECIDE:

CAPITULO I

DEFINICIONES


Artículo 1.- DEFINICIONES: A los efectos de la presente Decisión, se adoptan las siguientes definiciones:

Comercio de servicios financieros: El suministro de un servicio financiero por parte de un proveedor de servicios financieros, a través de cualquiera de los siguientes modos de prestación:

a)
Desde el territorio de un País Miembro al territorio de otro País Miembro;

b)
En el territorio de un País Miembro a un consumidor de otro País Miembro;

d) Por conducto de la presencia comercial de empresas prestadoras de servicios de un País Miembro en el territorio de otro País Miembro; y,

d)
Por personas naturales de un País Miembro en el territorio de otro País Miembro.

Entidad Pública: 

1.
Un gobierno, un banco central o una autoridad monetaria de un País Miembro o una entidad que sea propiedad o esté bajo el control de un País Miembro, que se dedique principalmente a desempeñar funciones gubernamentales o realizar actividades para fines gubernamentales, con exclusión de las entidades dedicadas principalmente al suministro de servicios financieros en condiciones comerciales;

2.
Una entidad privada que desempeñe las funciones normalmente desempeñadas por un banco central o una autoridad monetaria, mientras ejerza esas funciones.

Proveedor de servicios financieros: Toda persona física o jurídica de un País Miembro que desee suministrar o que suministre servicios financieros, autorizada para proveer servicios financieros y que se encuentre regulada y supervisada de acuerdo a la legislación del País Miembro en cuyo territorio se encuentre ubicada. 

Organismos autoregulados: Cualquier entidad no gubernamental, incluso cualquier bolsa o mercado de valores o de futuros, cámara de compensación o cualquier otra asociación u organización que ejerza una autoridad, propia o delegada, de regulación o de supervisión, sobre proveedores de servicios financieros.

Servicio financiero: Todo Servicio de carácter financiero ofrecido por un proveedor de servicios financieros de un País Miembro. Los servicios financieros comprenden todos los servicios de seguros y relacionados con seguros y todos los servicios bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros). Los servicios financieros incluyen las siguientes actividades:

A.
Servicios de seguros y relacionados con seguros

1.
Seguros directos (incluido el coaseguro): a. Seguros de vida. b. Seguros distintos de los de vida.

2.
Reaseguros y retrocesión.

3.
Actividades de intermediación de seguros, por ejemplo las de los corredores y agentes de seguros.

4.
Servicios auxiliares de los seguros, por ejemplo los de consultores, actuarios, evaluación de riesgos e indemnización de siniestros.

B.
Servicios bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros)

1.
Aceptación de depósitos y otros fondos reembolsables del público.

2.
Préstamos de todo tipo, con inclusión de créditos personales, créditos hipotecarios, factoring y financiación de transacciones comerciales.

3.
Servicios de arrendamiento financiero.

4.
Todos los servicios de pago y transferencia monetaria, con inclusión de tarjetas de crédito, de pago y similares, cheques de viajeros y giros bancarios.

5.
Garantías y compromisos.

6.
Intercambio comercial por cuenta propia o de clientes, ya sea en una bolsa, en un mercado extrabursátil o de otro modo, de lo siguiente​:

a.-
Instrumentos del mercado monetario (incluidos cheques, letras y certificados de depósito).

b.-
Divisas.

c.-
Productos derivados, incluidos, aunque no exclusivamente, futuros y opciones.

d.-
Instrumentos de los mercados cambiario y monetario, por ejemplo, swaps y acuerdos a plazo sobre tipos de interés.

e.-
Valores transferibles.

f.-
Otros instrumentos y activos financieros negociables, metal inclusive.

7.
Participación en emisiones de toda clase de valores, con inclusión de la suscripción y colocación como agentes (pública o privadamente) y el suministro de servicios relacionados con estas emisiones.

8.
Corretaje de cambios.

9.
Administración de activos; por ejemplo, administración de fondos en efectivo o de carteras de valores, gestión de inversiones colectivas en todas sus formas, administración de fondos de pensiones, servicios de depósito y custodia y servicios fiduciarios.

10.
Servicios de pago y compensación respecto de activos financieros, con inclusión de valores, productos derivados y otros instrumentos negociables.

11.
Suministro y transferencia de información financiera y procesamiento de datos financieros y soporte lógico con ellos relacionado, por proveedores de otros servicios financieros.

12.
Servicios de asesoramiento e intermediación y otros servicios financieros auxiliares respecto de cualesquiera de las actividades enumeradas en los incisos 1 a 11, con inclusión de informes y análisis de crédito, estudios y asesoramiento sobre inversiones y carteras de valores y asesoramiento sobre adquisiciones y sobre reestructuración y estrategia de las empresas.

Medida: Cualquier disposición, sea en forma de ley, decreto, resolución, reglamento, regla, procedimiento, decisión, norma administrativa, o cualquiera otra forma, adoptada o aplicada por los Países Miembros.

CAPITULO II

AMBITO DE APLICACIÓN


Artículo 2.- La presente Decisión se aplicará a las medidas adoptadas por los Países Miembros que afecten el comercio de servicios financieros a través de cualquiera de los modos de prestación, previstas en el artículo 1 de esta Decisión. 


Artículo 3.- Las normas contenidas en esta Decisión no serán aplicables a:

a)
Las medidas no discriminatorias de aplicación general adoptadas por un banco central o una autoridad monetaria o por cualquier otra entidad pública en prosecución de políticas monetarias o cambiarias;

b)
Las actividades o servicios que formen parte de planes públicos de seguridad social o de planes de jubilación públicos.

c)
Otras actividades realizadas por una entidad pública por cuenta o con garantía del Estado o con utilización de recursos financieros de éste.

Sólo se aplicará la presente Decisión en los casos previstos en los literal b) y  c) de este artículo, si un País Miembro autoriza a sus proveedores de servicios financieros a desarrollar estas actividades en condiciones de competencia con una entidad pública o con un proveedor de servicios financieros y bajo los términos  establecidos en el País Miembro para el ejercicio de tal actividad. 


Artículo 4.- Cuando un País Miembro requiera que un proveedor de servicios financieros de otro País Miembro participe o tenga acceso a organismos autorregulados como condición para la prestación de un servicio financiero en su territorio, se asegurará de que tal organismo cumpla con las disposiciones contenidas en la presente Decisión.

CAPITULO III

PRINCIPIOS Y COMPROMISOS


Artículo 5.- En concordancia con lo establecido en el capítulo IV de la Decisión 439, el comercio de servicios financieros entre los Países Miembros se regirá por los siguientes principios y compromisos:

a)
Acceso al Mercado. Los Países Miembros otorgarán acceso a los proveedores y consumidores de su país o de cualquier otro País Miembro, ubicados tanto en su territorio como en el de otro País Miembro, a través de los modos de prestación señalados en el artículo I de esta Decisión.

b)
Trato de Nación Más Favorecida. Cada País Miembro otorgará inmediata e incondicionalmente a los servicios financieros, los proveedores de servicios financieros de los demás Países Miembros, un trato no menos favorable que el concedido a los servicios financieros y los proveedores de servicios financieros similares de cualquier otro País, Miembro o no de la Comunidad Andina.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, cualquier País Miembro podrá conferir o conceder ventajas a países adyacentes con el fin de facilitar intercambios de servicios financieros que se produzcan y consuman localmente, limitados a las zonas fronterizas contiguas.

c)
Trato nacional. Cada País Miembro otorgará a los servicios financieros y proveedores de servicios financieros de los demás Países Miembros, un trato no menos favorable que el otorgado a sus propios servicios financieros y proveedores de servicios financieros similares.

d)
Transparencia. Cada País Miembro publicará a más tardar en la fecha de su entrada en vigor, todas las medidas de aplicación general que se refieran o afecten las normas establecidas en la presente Decisión, incluyendo los acuerdos internacionales suscritos con terceros, y las pondrá en conocimiento de la Secretaría General de la Comunidad Andina.

Las autoridades reguladoras de cada País Miembro pondrán a disposición de los interesados los requisitos necesarios para el establecimiento y/o prestación de servicios financieros, de conformidad con lo señalado en esta Decisión y dispondrán lo necesario para que los trámites respectivos se efectúen sin demora injustificada.

No obstante lo anterior. Los Países Miembros no estarán obligados a divulgar ni a permitir acceso a:

a)
Información relativa a los asuntos financieros o a los negocios y contabilidad de los clientes de proveedores de servicios financieros;

b)
Cualquier información confidencial cuya divulgación pueda constituir un obstáculo para el cumplimiento del ordenamiento jurídico interno de cada País Miembro, sea opuesta al interés público o la seguridad nacional o pueda lesionar intereses comerciales legítimos de empresas públicas o privadas.

Artículo 6.- Los Países Miembros crearán y mantendrán actualizado un sistema de información de la regulación de servicios financieros, así como de datos estadísticos de los subsectores mencionados. Dicho sistema de información será administrado por la Secretaría General de la Comunidad Andina, quien se encargará de establecer los mecanismos operativos necesarios para su adecuado funcionamiento y consulta, de acuerdo con los términos que al efecto acuerden los Países Miembros.


Artículo 7.- Los Países Miembros se comprometen a no establecer nuevas medidas que incrementen el grado de disconformidad o que incumplan los compromisos contenidos en este capítulo, a partir de la entrada en vigencia de la Decisión 439. Este compromiso abarcará las medidas adoptadas por los Países Miembros que afecten al comercio de servicios financieros, tanto las provenientes del sector público, central, regional o local, como las provenientes de aquellas entidades delegadas para ello.


Artículo 8.- Sin perjuicio de lo dispuesto en este capítulo, un País Miembro podrá adoptar o mantener medidas prudenciales destinadas, entre otros, a:

a)
Proteger a inversionistas, depositantes, participantes en el mercado financiero, tenedores o beneficiarios de pólizas o personas acreedoras de obligaciones fiduciarias a cargo de un proveedor de servicios financieros;

b)
Mantener la solvencia, solidez, integridad y responsabilidad financiera de los proveedores de servicios financieros; y,

c)
Asegurar la integridad y estabilidad de su sistema financiero.


Las medidas prudenciales, no se aplicarán de manera desproporcionada en relación con el objetivo que persigan, no tendrán fines proteccionistas en favor de servicios o proveedores de servicios nacionales, ni se aplicarán de forma tal que constituyan un obstáculo innecesario al comercio subregional de servicios, ni un medio de discriminación en contra de servicios o proveedores de servicios de la Comunidad Andina, en relación con el trato otorgado a otros países, miembros o no de la Comunidad Andina.


Artículo 9.- Los Países Miembros efectuarán un proceso de armonización gradual de criterios prudenciales y supervisión a objeto de contar con condiciones necesarias para la adecuada protección del consumidor y la estabilidad del sistema financiero de la subregión andina.
Artículo 10.- A más tardar en el año 2005 se deberá haber armonizado al menos los criterios mínimos para el cumplimiento del objetivo previsto en el artículo 9.
Artículo 11.- Los acuerdos que los Países Miembros alcancen en desarrollo de los artículos 9 y 10 serán expresados vía Decisión.

CAPITULO IV

PROCESO DE LIBERALIZACION


Artículo 12.- Los Países Miembros levantarán gradual y progresivamente las medidas contenidas en el inventario adoptado por la Decisión 510, mediante la celebración de negociaciones anuales coordinadas por la Secretaría General. Los resultados de estas negociaciones serán expresados en Decisiones que adoptará la Comisión de la Comunidad Andina.

A más tardar en el año 2005 deberá culminar el proceso de liberalización del comercio intrasubregional de servicios, mediante el levantamiento de las medidas contenidas en el inventario. 
[CAPÍTULO V

SALVAGUARDIA POR BALANZA DE PAGOS


Artículo 13: En caso de existencia o amenaza de graves dificultades de balanza de pagos o de trastornos económicos o financieros, internos o externos cada país miembro podrá adoptar medidas para suspender temporalmente todos o algunos de los beneficios contemplados en este Acuerdo, con inclusión de los pagos y transferencias. 

Tales medidas deberán comunicarse a la Secretaría General de la Comunidad Andina en un término máximo de 5 días. Así mismo, lo antes posible, el país miembro informará a dicho organismo lo siguiente:

1.
La naturaleza y el alcance de las dificultades económicas, financieras o de balanza de pagos que dieron lugar a la adopción de las medidas. 

2.
La situación económica y comercial, tanto interna como externa, que el país miembro considere relevante para la adecuada evaluación y comprensión del problema. 

3.
Las políticas económicas que adopte y su idoneidad para enfrentar las dificultades a que se refiere el presente artículo. 

4.
Otras medidas alternativas para corregir el problema.


Artículo 14: Las medidas adoptadas de conformidad con el artículo anterior deberán cumplir las siguientes condiciones: 

1.
No podrán discriminar entre los distintos países miembros de la Comunidad Andina.

2.
Serán eliminadas progresivamente a medida que mejore la situación que las motivó 

3.
Evitarán lesionar innecesariamente los intereses comerciales, económicos y financieros de otro miembro.

4.
No se establecerán con la finalidad de proteger un determinado sector de servicios, pero podrán dar prioridad al suministro de aquellos que resulten más necesarios para adelantar los programas económicos o de desarrollo del país, si con ello se corrigen las dificultades que les dieron origen. 


Artículo 15: La conformidad de las medidas adoptadas respecto de los términos contemplados en los artículos precedentes, será examinada por el Comité Consultivo de Balanza de Pagos que para el efecto convoque la Secretaría General de la Comunidad Andina. Dicho Comité, podrá consultar la opinión del Fondo Monetario Internacional sobre cuestiones de cambio, de reservas monetarias y de balanza de pagos. El resultado de estas consultas no tendrá carácter obligatorio. 

El Comité Consultivo estará integrado por 5 miembros, uno por cada país, elegidos de ternas de expertos en economía y finanzas, presentadas anualmente por cada parte.

Luego de analizar las medidas establecidas por un país miembro, el Comité Consultivo adoptará por mayoría las recomendaciones que estime pertinente formularle. En caso en que tales recomendaciones no fuesen acogidas, el o los países miembros afectados podrán acordar, con el país que adopte las medidas, cualquier medio adecuado de compensación comercial de los efectos desfavorables de las mismas.]
 Bo, Ec, Pe, Ve.
CAPITULO VI

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 16.- A los efectos de garantizar la consistencia y claridad de lo regulado por la presente Decisión, se aplicará de manera supletoria la Decisión 439. 

Artículo 17.- La presente Decisión entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena.

Dada en la ciudad de Lima, Perú, a los
días del mes de        de dos mil cuatro.

ANEXO III

PROYECTO DE DECISION SOBRE SERVICIOS FINANCIEROS

CONSIDERANDO:
Artículo 1: Ámbito de Aplicación y Cobertura 

1. Esta Decisión se aplica a las medidas adoptadas o mantenidas por un País Miembro relacionadas con:

(a) instituciones financieras de otro País Miembro;

(b) inversionistas de otro País Miembro, y las inversiones de estos inversionistas, en las instituciones financieras en el territorio del País Miembro; y

(c) el comercio transfronterizo de servicios financieros.

2. Esta Decisión no se aplica a las medidas adoptadas o mantenidas por un País Miembro relacionadas con:

(a) actividades o servicios que formen parte de un plan de jubilación público o un sistema de seguridad social establecido por ley; o

(b) actividades o servicios realizados por cuenta o con garantía de un País Miembro o con utilización de recursos financieros de éste, incluidas sus entidades públicas.

No obstante, esta Decisión se aplicará si un País Miembro permite que alguna de las actividades o servicios mencionados en el subpárrafo (a) o (b) sean realizados por sus instituciones financieras en competencia con una entidad pública o una institución financiera.

3. El Anexo 12.1.2(a) establece el entendimiento de los Países Miembros con respecto a ciertas actividades o servicios descritos en el subpárrafo 2(a).
Artículo 2: Trato Nacional

1.
Cada País Miembro otorgará a los inversionistas de otro País Miembro un trato no menos favorable que el que otorgue a sus propios inversionistas, en circunstancias similares, con respecto al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación y venta u otra forma de disposición de instituciones financieras e inversiones en instituciones financieras en su territorio.

2.
Cada País Miembro otorgará a las instituciones financieras de otro País Miembro y a las inversiones de los inversionistas de otro País Miembro en instituciones financieras un trato no menos favorable que el que otorgue a sus propias instituciones financieras y a las inversiones de sus propios inversionistas en instituciones financieras, en circunstancias similares, con respecto al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación y venta u otra forma de disposición de instituciones financieras e inversiones.

3.
Para los efectos de las obligaciones de trato nacional del Artículo 5.1, un País Miembro otorgará a los proveedores transfronterizos de servicios financieros de otro País Miembro un trato no menos favorable que el que otorgue a sus propios proveedores de servicios financieros, en circunstancias similares, con respecto a la prestación del servicio pertinente.

Artículo 3: Trato de Nación Más Favorecida

1.
Cada País Miembro otorgará a los inversionistas de otro País Miembro, a las instituciones financieras de otro País Miembro, a las inversiones de los inversionistas en las instituciones financieras y a los proveedores transfronterizos de servicios financieros de otro País Miembro, un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a los inversionistas, a las instituciones financieras, a las inversiones de inversionistas en instituciones financieras y a los proveedores transfronterizos de servicios financieros de cualquier otro País Miembro o de un país que no sea Miembro. 

2.
Un País Miembro podrá reconocer medidas prudenciales de otro País Miembro o de un país que no sea Miembro en la aplicación de las medidas comprendidas en esta Decisión. Tal reconocimiento podrá ser:

(a) otorgado unilateralmente;

(b) logrado mediante armonización u otros medios; o

(c) basado en un convenio o acuerdo con otro País Miembro o con un país que no sea Miembro.

3.
Un País Miembro que otorgue reconocimiento a medidas prudenciales conforme al párrafo 2  brindará a otro País Miembro oportunidades adecuadas para demostrar que existen circunstancias en las que hay o habrá regulación, supervisión y aplicación de la regulación equivalentes y, de ser apropiado, que hay o habrá procedimientos relativos al intercambio de información entre los Miembros pertinentes.

4.
Cuando un País Miembro otorgue reconocimiento a las medidas prudenciales de conformidad con el párrafo 2(c) y existan las circunstancias establecidas en el párrafo 3, el País Miembro brindará oportunidades adecuadas a otro País Miembro para negociar la adhesión al convenio o acuerdo, o para negociar un convenio o acuerdo comparable.

Artículo 4: Acceso al Mercado para Instituciones Financieras 

Ningún País Miembro podrá adoptar o mantener, con respecto a las instituciones financieras de otro País Miembro, o inversionistas de otro País Miembro que estén buscando establecer dichas instituciones, ya sea sobre la base de una subdivisión regional o de la totalidad de su territorio, medidas que:

(a)
impongan límites:

(i)
al número de instituciones financieras, ya sea en forma de contingentes numéricos, monopolios, proveedores exclusivos de servicios o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;

(ii)
al valor total de los activos o transacciones de servicios financieros en forma de contingentes numéricos o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;

(iii)
al número total de operaciones de servicios financieros o a la cuantía total de la producción de servicios financieros, expresadas en unidades numéricas designadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas;
 o

(iv) al número total de personas naturales que puedan emplearse en un determinado sector de servicios financieros, o que una institución financiera pueda emplear, y que sean necesarias para el suministro de un servicio financiero específico, y estén directamente relacionadas con él, en forma de contingentes numéricos o mediante la exigencia de una prueba de necesidades económicas; o

(b)
restrinjan o prescriban los tipos específicos de persona jurídica o de empresa conjunta por medio de los cuales una institución financiera puede suministrar un servicio.
Artículo 5: Comercio Transfronterizo de Servicios Financieros 

1.
Cada País Miembro permitirá, bajo los términos y condiciones que otorguen trato nacional, que los proveedores transfronterizos de servicios financieros de otro País Miembro suministre los servicios especificados en el Anexo 5.1.

2.
Cada País Miembro permitirá a las personas localizadas en su territorio, y a sus nacionales dondequiera que se encuentren, comprar servicios financieros de proveedores transfronterizos de servicios financieros de otro País Miembro localizados en el territorio de ese otro País Miembro o de cualquier otro País Miembro. Esto no obliga a un País Miembro a permitir que tales proveedores hagan negocios o se anuncien en su territorio. Cada País Miembro podrá definir “hacer negocios” y “anunciarse” para los efectos de esta obligación, a condición de que dichas definiciones no sean incompatibles con las obligaciones del párrafo 1.

3.
Sin perjuicio de otros medios de regulación prudencial del comercio transfronterizo de servicios financieros, una País Miembro podrá exigir el registro de los proveedores transfronterizos de servicios financieros de otro País Miembro y de instrumentos financieros.

Artículo 6: Nuevos Servicios Financieros

Cada País Miembro permitirá a una institución financiera de otro País Miembro establecida en su territorio que suministre cualquier nuevo servicio financiero que dicho País Miembro permitiría suministrar, en circunstancias similares, a sus propias instituciones financieras sin acciones legislativas adicionales del País Miembro. No obstante el Artículo 4(b), un País Miembro podrá determinar la forma jurídica e institucional a través de la cual podrá ser suministrado el nuevo servicio financiero y podrá exigir autorización para el suministro del mismo. Cuando un País Miembro requiere autorización para suministrar un nuevo servicio financiero, la decisión se tomará dentro de un plazo razonable y la autorización sólo podrá ser rechazada por motivos prudenciales.

Artículo 7: Tratamiento de Cierto Tipo de Información

Ninguna disposición en esta Decisión obliga a un País Miembro a divulgar o a permitir acceso a:

(a)
información relativa a los negocios financieros y cuentas de clientes individuales de instituciones financieras o de proveedores transfronterizos de servicios financieros; o

(b)
cualquier información confidencial cuya divulgación pueda impedir el cumplimiento de la legislación o ser de otra manera contraria al interés público o lesionar los intereses comerciales legítimos de empresas determinadas.
Artículo 8: Altos Ejecutivos y Juntas Directivas
1.
Un País Miembro no podrá exigir que las instituciones financieras de otro País Miembro contraten personas de una determinada nacionalidad para altos cargos ejecutivos u otro personal esencial.

2.
Un País Miembro no podrá exigir que más de una minoría del directorio de una institución financiera de otro País Miembro esté integrado por nacionales del País Miembro, por personas que residan en el territorio del País Miembro o por una combinación de ambos.

Artículo 9: Medidas Disconformes

1.
Los Artículos 2 a 5 y 8 no se aplican a:
(a)
cualquier medida disconforme existente que sea mantenida por un País Miembro:

(i)
a nivel central de gobierno, tal como lo establece ese País Miembro en la Sección A de su Lista del Anexo I (Medidas Disconformes);

(ii)
a nivel regional de gobierno, tal como lo establece ese País Miembro en la Sección A de su Lista del Anexo I (Medidas Disconformes); o

(iii)
a nivel de un gobierno local;

(b)
la continuación o pronta renovación de cualquier medida disconforme a que se refiere el subpárrafo (a); o

(c) 
la modificación de cualquier medida disconforme a que se refiere el subpárrafo (a) siempre que dicha modificación no disminuya la conformidad de la medida, tal como estaba en vigor inmediatamente antes de la modificación, con el Artículo 2, 3, 4 ó 8.

2.
Los artículos 2 a 5 y 8 no se aplican a cualquier medida que una País Miembro adopte o mantenga en relación con los sectores, subsectores o actividades, tal como se indica en la Sección B de su Lista del Anexo I.
Artículo 10: Excepciones

1. 
No obstante las demás disposiciones de esta Decisión con respecto al suministro de servicios financieros en el territorio de un País Miembro por una inversión cubierta, un País Miembro no estará impedido de adoptar o mantener medidas por motivos prudenciales,
 incluyendo la protección de inversionistas, depositantes, tenedores de pólizas o personas con las que una institución financiera o un proveedor transfronterizo de servicios financieros tenga contraída una obligación fiduciaria, o para garantizar la integridad y estabilidad del sistema financiero. Cuando tales medidas no sean conformes con las disposiciones de esta Decisión, ellas no se utilizarán como medio de eludir los compromisos u obligaciones contraídos por un País Miembro de conformidad con dichas disposiciones.

2.
Ninguna disposición en esta Decisión con respecto al suministro de servicios financieros en el territorio de un País Miembro por una inversión cubierta, se aplica a las medidas no discriminatorias de carácter general adoptadas por cualquier entidad pública en cumplimiento de políticas monetarias y políticas conexas de crédito o cambiarias. Este párrafo no afectará a las obligaciones de un País Miembro de conformidad con el Artículo  YY (Transferencias y Pagos).

3.
No obstante lo dispuesto en el Artículo YY (Transferencias y Pagos), un País Miembro podrá impedir o limitar las transferencias de una institución financiera o de un proveedor transfronterizo de servicios financieros a una persona afiliada o relacionada con dicha institución o proveedor, o en beneficio de la misma, a través de la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de medidas relacionadas con el mantenimiento de la seguridad, solvencia, integridad o responsabilidad financiera de las instituciones financieras o de los proveedores transfronterizos de servicios financieros. Este párrafo no prejuzga respecto de cualquier otra disposición de esta Decisión que permita al País Miembro restringir las transferencias.

4.
Para mayor certeza, ninguna disposición en esta Decisión se interpretará en el sentido de impedir que un País Miembro adopte o aplique las medidas necesarias para asegurar la observancia de las leyes o regulaciones que no sean incompatibles con esta Decisión, incluyendo aquellas relacionadas con la prevención de prácticas que induzcan a error y prácticas fraudulentas o para hacer frente a los efectos de un incumplimiento de contratos de servicios financieros, sujeto a la exigencia de que dichas medidas no sean aplicadas de una manera que pudiera constituir un medio de discriminación arbitraria o injustificada entre países en que prevalezcan condiciones similares, o una restricción encubierta a la inversión en instituciones financieras o al comercio transfronterizo de servicios financieros. 

Artículo 11: Transparencia y Administración de Ciertas Medidas

1. Los Países Miembros reconocen que las regulaciones y políticas transparentes que rijan las actividades de instituciones financieras y de proveedores de servicios financieros transfronterizos son importantes para facilitar el acceso y operar en el mercado de otro País Miembro. Cada País Miembro se compromete a promover la transparencia regulatoria en servicios financieros.

2. Cada País Miembro deberá asegurar que todas las medidas de aplicación general para las cuales esta Decisión se aplica son administradas de una forma razonable, objetiva e imparcial.

3.  
Cada País Miembro, en la medida de lo practicable:

(a) 
publicará por anticipado cualquier regulación de aplicación general relativa a materias de esta Decisión que se proponga adoptar y el propósito de la regulación; y

(b)
brindará a personas interesadas y a los Países Miembros una oportunidad razonable para hacer comentarios a las regulaciones propuestas.

4. Al adoptar regulaciones definitivas, el País Miembro deberá, en la medida de lo practicable, considerar por escrito comentarios sustantivos recibidos de los interesados con respecto a las regulaciones propuestas.
  


5. En la medida de lo practicable, cada País Miembro deberá dejar transcurrir un plazo razonable entre la publicación de las regulaciones definitivas y su entrada en vigencia.
6. Cada País Miembro asegurará que las normas de aplicación general adoptadas o mantenidas por organizaciones autorreguladas del País Miembro se publiquen oportunamente o estén de otro modo disponibles, de forma tal que las personas interesadas puedan tomar conocimiento de ellas.
7. Cada País Miembro mantendrá o establecerá mecanismos apropiados para responder a consultas de los interesados con respecto a medidas de aplicación general cubiertas por esta Decisión.
8. Las autoridades reguladoras de cada País Miembro pondrán a disposición del público los requisitos, incluyendo cualquier documentación necesaria, para llenar las solicitudes relacionadas con el suministro de servicios financieros.
9. A petición del interesado, la autoridad reguladora de una País Miembro le informará del estado de su solicitud. Cuando la autoridad requiera información adicional del solicitante, se lo notificará sin demora injustificada.
10. Dentro del plazo de 120 días, la autoridad reguladora de una País Miembro tomará una decisión administrativa sobre una solicitud completa de un inversionista en una institución financiera, de una institución financiera o de un proveedor transfronterizo de servicios financieros de otro País Miembro relacionada con la prestación de un servicio financiero, y notificará oportunamente al solicitante de la decisión. Una solicitud no se considerará completa hasta que se hayan celebrado todas las audiencias pertinentes y se haya recibido toda la información necesaria. Cuando no sea practicable tomar una decisión dentro del plazo de 120 días, la autoridad reguladora notificará al interesado sin demora injustificada e intentará tomar la decisión posteriormente dentro de un plazo razonable.

11. A petición de un solicitante a quien se le ha negado su solicitud, la autoridad reguladora que la ha denegado, en la medida de lo practicable, informará al solicitante las razones de la denegación de la solicitud.
Artículo 12:
Transferencias y pagos.

1.
Cada País Miembro permitirá que todas las transferencias relacionadas con el comercio transfronterizo de servicios financieros o con una inversión de un inversionista de otro País Miembro sean realizadas libremente y sin demora, desde y hacia su territorio.
2.
Cada País Miembro permitirá que las transferencias se efectúen en una moneda de libre convertibilidad al tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transferencia. Dichas transferencias incluirán:

(a)
el capital inicial y los montos adicionales para mantener o incrementar una inversión;

(b)
ganancias, dividendos, intereses, ganancias de capital, pagos de regalías, pagos por administración, pagos por asistencia técnica y otras remuneraciones, así como otras sumas derivadas de la inversión;

(c)

productos derivados de la venta total o parcial de la inversión, o de la liquidación total o parcial de la inversión;

(d)

pagos realizados conforme a un contrato del que sea parte un inversionista o su inversión, incluidos pagos efectuados conforme a un convenio de préstamo;

(e)

pagos derivados de una indemnización por expropiación; y

(f) pagos derivados de la aplicación de las disposiciones relativas a la solución de    controversias.

(g) Pagos realizados o derivados del comercio o suministro transfronterizo de un servicio financiero.

3.
Para efectos del párrafo 1 anterior, se considerará que las transferencias fueron realizadas sin demora cuando las mismas hayan sido llevadas a cabo dentro del período normalmente necesario para la realización de la transferencia.

4.
No obstante lo dispuesto en los párrafos 1, 2 y 3 anteriores, un País Miembro podrá impedir la realización de una transferencia por medio de la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena fe de su legislación en los siguientes casos:

(a)
quiebra, insolvencia o protección de los derechos de acreedores;

(b)
emisión, comercio u operaciones de valores;

(c)
infracciones penales o administrativas;

(d)
informes de transferencias de divisas u otros instrumentos monetarios; o 
(e)
garantía del cumplimiento de fallos en procedimientos contenciosos.

5.
En caso de un desequilibrio fundamental en la balanza de pagos o de una amenaza a la misma, cada País Miembro podrá, de forma temporal, restringir las transferencias, siempre y cuando dicho País Miembro instrumente medidas o un programa que:

(a)
sea compatible con el Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional;

(b)
no exceda de lo necesario para hacer frente a las circunstancias mencionadas en el párrafo anterior;

(c)
sea temporal y se elimine tan pronto como las condiciones así lo permitan; 

(d)
sea notificado con prontitud a otro País Miembro; y

(e)
sea equitativo, no discriminatorio y de buena fe.
Artículo 13:
Expropiación e indemnización.

1.
Ningún País Miembro expropiará o nacionalizará una inversión, directa o indirectamente, a través de medidas equivalentes a expropiación o nacionalización (en lo sucesivo denominado como “expropiación”), salvo que sea:

(a)
por causa de propósito público;

(b)
sobre bases no discriminatorias;

(c)
con apego al principio de legalidad y acorde con el nivel mínimo de trato; y

(d)
mediante el pago de una indemnización conforme al párrafo 2 siguiente.

2.
La indemnización:

(a)
será equivalente al valor justo de mercado que tenga la inversión expropiada inmediatamente antes de que la expropiación se haya llevado a cabo. El valor justo de mercado no reflejará cambio alguno en el valor debido a que la expropiación hubiere sido conocida públicamente con antelación. 

Los criterios de valuación incluirán el valor corriente, el valor de los activos, incluidos el valor fiscal declarado de la propiedad de bienes tangibles, así como otros criterios que resulten apropiados para determinar el valor justo de mercado;

(b)
será pagada sin demora;

(c)
incluirá intereses a una tasa comercial razonable para la moneda en que dicho pago se realice, a partir de la fecha de expropiación hasta la fecha de pago; y 

(d)
será completamente liquidable y libremente transferible.

3.
Un inversionista cuya inversión resulte expropiada tendrá el derecho, conforme a la legislación del País Miembro que llevó a cabo la expropiación, a una pronta revisión de su caso por parte de una autoridad judicial o por cualquier otra autoridad competente y a una evaluación de su inversión de conformidad con las disposiciones establecidas en el presente Artículo.

Artículo 14: Entidades Autorreguladas

Cuando una País Miembro exija que una institución financiera o un proveedor transfronterizo de servicios financieros de otro País Miembro sea miembro de una entidad autorregulada, participe en ella o tenga acceso a la misma, con el fin de proporcionar un servicio financiero en o hacia su territorio, el País Miembro asegurará que dicha entidad autorregulada cumpla con las obligaciones de los Artículos 2 y 3.
Artículo 15: Sistemas de Pago y Compensación


Cada País Miembro concederá, en términos y condiciones que otorguen trato nacional, a las instituciones financieras de otro País Miembro establecidas en su territorio acceso a los sistemas de pago y compensación administrados por entidades públicas y a los medios oficiales de financiamiento y refinanciamiento disponibles en el curso de operaciones comerciales normales. Este párrafo no tiene por objeto otorgar acceso a las facilidades del prestamista de última instancia del País Miembro.

Artículo 16: Disponibilidad Expedita de Servicios de Seguros

1.
Los Países Miembros reconocen la importancia de mantener y desarrollar procedimientos regulatorios para hacer expedita la oferta de servicios de seguros por proveedores autorizados.

2.
Los Países Miembros deberán procurar mantener oportunidades existentes, incluyendo políticas o procedimientos tales como no exigir la aprobación de productos para seguros distintos de aquellos que se vendan a personas naturales o de los seguros obligatorios; permitir la introducción de productos, a menos que esos productos sean rechazados dentro de un plazo razonable; y no imponer limitaciones al número de productos que pueden introducirse o a la frecuencia con que ellos se introducen.
Artículo 17: Compromisos Específicos

El Anexo B establece ciertos compromisos específicos para cada País Miembro.

Artículo 18: Consultas

1.
Un País Miembro podrá solicitar consultas a otro País Miembro con respecto a cualquier asunto relacionado con esta Decisión que afecte los servicios financieros. El otro País Miembro prestará debida consideración a la solicitud.

2.
Ninguna disposición en esta Decisión se interpretará en el sentido de obligar a las autoridades reguladoras que participen en las consultas conforme al párrafo 1, a divulgar información o a actuar de manera tal que pudiera interferir en asuntos específicos de regulación, supervisión, administración o aplicación de medidas.

3.
Ninguna disposición en esta Decisión se interpretará en el sentido de requerir a un País Miembro derogar su legislación relevante en lo relacionado con el intercambio de información entre reguladores financieros o las exigencias de un acuerdo o convenio entre las autoridades financieras de dos o más Países Miembros.

Artículo 19:
Denegación de beneficios.

Un País Miembro podrá denegar, parcial o totalmente, los beneficios derivados de esta Decisión a una institución financiera de otro País Miembro o a un prestador de servicios financieros transfronterizos de otro País Miembro, previa notificación y realización de consultas, cuando el País Miembro determine que el servicio está siendo prestado por una empresa que no realiza actividades de negocios importantes u operaciones comerciales sustantivas en territorio de otro País Miembro y que, de conformidad con la legislación vigente de cada País Miembro, es propiedad o está bajo control de personas de un país no Miembro.

Artículo 20: Definiciones

Para los efectos de este Capítulo:

Comercio transfronterizo de servicios financieros o suministro transfronterizo de servicios financieros significa el suministro de un servicio financiero:

(a) del territorio de una País Miembro al territorio de otro País Miembro,

(b) en el territorio de una País Miembro por una persona de esa País Miembro a una persona de otro País Miembro, o

(c)
por un nacional de una País Miembro en el territorio de otro País Miembro,

pero no incluye el suministro de un servicio financiero en el territorio de una País Miembro por una inversión en ese territorio;

empresa: cualquier entidad constituida u organizada conforme a la legislación vigente, tenga o no fines de lucro y sea de propiedad privada o gubernamental, incluidas las sociedades, participaciones, empresas de propietario único, coinversiones u otras asociaciones;

empresa de un País Miembro: una empresa constituida u organizada de conformidad con la ley de un País Miembro;

empresa del Estado: una empresa propiedad del Estado de un País Miembro o bajo el control de la misma, mediante derechos de dominio;

entidad autorregulada significa cualquier entidad no gubernamental, incluido cualquier mercado o bolsa de valores o futuros, cámara de compensación u otro organismo o asociación, que ejerce una autoridad reguladora o supervisora, propia o delegada, sobre los proveedores de servicios financieros o instituciones financieras;
entidad pública significa un banco central, una autoridad monetaria de un País Miembro o cualquier institución financiera de propiedad de un País Miembro o controlada por ella, que se dedique principalmente a desempeñar funciones gubernamentales, normativas o de supervisión, o realizar actividades para fines gubernamentales, con exclusión de las entidades dedicadas principalmente al suministro de servicios financieros en condiciones comerciales;

institución financiera significa cualquier intermediario financiero u otra empresa que está autorizada para hacer negocios y que es regulada o supervisada como una institución financiera de conformidad con la ley del País Miembro en cuyo territorio está localizada; 

institución financiera de otro País Miembro significa una institución financiera, incluida una sucursal, localizada en el territorio de un País Miembro y que es controlada por personas de otro País Miembro;

inversión significa, para efectos de la presente Decisión, los activos de propiedad o controlados por inversionistas de un País Miembro, adquiridos de conformidad con las leyes y reglamentaciones de otro País Miembro en su territorio, listados a continuación:
a)
una institución financiera;

b) 
acciones de una institución financiera;

c) 
instrumentos de deuda de una institución financiera

(i) 
cuando la institución financiera es una filial del inversionista, o

(ii) 
cuando la fecha de vencimiento original del instrumento de deuda sea por lo menos de 3 años, 
pero no incluye una obligación de un País Miembro o de una institución financiera del Estado, independientemente de la fecha original del vencimiento;

d) 
un préstamo a una institución financiera

(i) 
cuando la institución financiera es una filial del inversionista, o

(ii) 
cuando la fecha de vencimiento original del préstamo sea por lo menos de tres (3) años, pero no incluye un préstamo a un País Miembro o a una institución financiera del Estado, independientemente de la fecha original del vencimiento; 

e) 
una participación en una institución financiera, que le permita al propietario participar en los ingresos o en las utilidades de la institución financiera;

f) 
una participación en una institución financiera que otorgue derecho al propietario para participar del haber social de esa institución financiera en una liquidación, siempre que éste no derive de una obligación o un préstamo excluidos conforme al incisos c) o d) anteriores;

g) 
bienes raíces u otra propiedad, tangibles o intangibles, adquiridos o utilizados con el propósito de obtener un beneficio económico o para otros fines financieros; y

h) 
la participación que resulte del capital u otros recursos en el territorio de un País Miembro destinados para el desarrollo de una actividad económica en dicho territorio, entre otros, conforme a:

(i) 
contratos que involucran la presencia de la propiedad de un inversionista en el territorio de otro País Miembro, incluidos las concesiones, los contratos de construcción y de llave en mano, o

(ii) 
contratos donde la remuneración depende sustancialmente de la producción, ingresos o ganancias de una empresa;

Pero inversión no significa:

i) 
reclamaciones pecuniarias derivadas exclusivamente de:

(i) 
contratos comerciales para la venta de bienes o servicios por un nacional o empresa en el territorio de un País Miembro a una empresa en el territorio de otro País Miembro; o

(ii) 
el otorgamiento de crédito en relación con una transacción comercial, como el financiamiento al comercio, salvo un préstamo cubierto por las disposiciones del inciso d) anterior; o

j) cualquier otra reclamación pecuniaria, que no conlleve los tipos de interés dispuestos en los párrafos a) a h) anteriores;

k) un préstamo otorgado por o a una institución financiera o un valor de deuda propiedad de una institución financiera o emitido por ella, salvo que se trate de un préstamo otorgado a una institución financiera o un valor de deuda emitido por una institución financiera, que sea tratado como capital para efectos regulatorios por el País Miembro en cuyo territorio está constituida la institución financiera.
inversionista de un País Miembro significa un País Miembro o empresa del Estado de un País Miembro, o una persona de un País Miembro, que intenta realizar, está realizando o ha realizado una inversión en el territorio de otro País Miembro; considerando, sin embargo, que una persona natural que tiene doble nacionalidad se considerará exclusivamente un nacional del Estado de su nacionalidad dominante y efectiva;

nuevo servicio financiero significa un servicio financiero no suministrado en el territorio del País Miembro, pero que es suministrado en el territorio de otro País Miembro, e incluye cualquier nueva forma de prestación de un servicio financiero o la venta de un producto financiero que no es vendido en el territorio del País Miembro;

persona: un nacional o una empresa de un País Miembro, sin incluir sucursales;

proveedor de servicios financieros de un País Miembro significa una persona de una País Miembro que se dedica al negocio de suministrar un servicio financiero en el territorio de ese País Miembro;

proveedor transfronterizo de servicios financieros de un País Miembro significa una persona de un País Miembro que se dedica al negocio de suministrar un servicio financiero en el territorio del País Miembro y que busca suministrar o suministra un servicio financiero mediante el suministro transfronterizo de dichos servicios; y

servicio financiero significa cualquier servicio de naturaleza financiera. Los servicios financieros comprenden todos los servicios de seguros y relacionados con seguros, y todos los servicios bancarios y demás servicios financieros (con excepción de los seguros), así como todos los servicios accesorios o auxiliares a un servicio de naturaleza financiera. Los servicios financieros incluyen las siguientes actividades:

Servicios de seguros y relacionados con seguros

(a)
Seguros directos (incluido el coaseguro):

(i)
seguros de vida,

(ii)
seguros distintos de los de vida;

(b)
Reaseguros y retrocesión;

(c)
Actividades de intermediación de seguros, por ejemplo las de los corredores y agentes de seguros; y

(d)
Servicios auxiliares de los seguros, por ejemplo los de consultores, actuarios, evaluación de riesgos e indemnización de siniestros. 

Servicios bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros)

(e)
Aceptación de depósitos y otros fondos reembolsables del público;

(f)
Préstamos de todo tipo, incluyendo créditos personales, créditos hipotecarios, factoring y financiación de transacciones comerciales;

(g)
Servicios de arrendamiento financiero;

(h)
Todos los servicios de pago y transferencias monetarias, incluyendo tarjetas de crédito, de pago y débito, cheques de viajero y giros bancarios;

(i)
Garantías y compromisos;

(j)
Intercambio comercial por cuenta propia o de clientes, ya sea en una bolsa, en un mercado extrabursátil o de otro modo, de lo siguiente:

(i)
instrumentos del mercado monetario (incluidos cheques, letras y certificados de depósito);

(ii)
divisas;

(iii)
productos derivados, incluidos, pero no limitados a, futuros y opciones;

(iv)
instrumentos de los mercados cambiarios y de tasa de interés, incluyendo productos tales como swaps y acuerdos a plazo sobre tasas de interés; 

(v)
valores transferibles;

(vi)
otros instrumentos y activos financieros negociables, metal inclusive;

(k)
Participación en emisiones de toda clase de valores, incluyendo la suscripción y colocación como agentes (pública o privadamente), y el suministro de servicios relacionados con esas emisiones;

(l)
Corretaje de cambios;

(m)
Administración de activos, como administración de fondos en efectivo o de carteras de valores, gestión de inversiones colectivas en todas sus formas, administración de fondos de pensiones, servicios de depósito y custodia, y servicios fiduciarios;

(n)
Servicios de pago y compensación respecto de activos financieros, incluyendo valores, productos derivados y otros instrumentos negociables;

(o)
Suministro y transferencia de información financiera, y procesamiento de datos financieros y soporte lógico con ellos relacionado, por proveedores de otros servicios financieros; y

(p)
Servicios de asesoramiento, intermediación y otros servicios financieros auxiliares respecto de cualesquiera de las actividades indicadas en los subpárrafos (e) a (o), incluyendo informes y análisis de crédito, estudios y asesoramiento sobre inversiones y carteras de valores, y asesoramiento sobre adquisiciones y sobre reestructuración y estrategia de empresas.

[Anexo A

Entendimiento Referente al Artículo 1.2(a)]
[Anexo 5.1

Comercio Transfronterizo

Perú/Colombia/Ecuador/Bolivia]

[Anexo B

Compromiso Específico

PERU/COLOMBIA/ECUADOR/BOLIVIA]
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DE LA PRIMERA REUNION DE EXPERTOS ANDINOS SOBRE SERVICIOS FINANCIEROS








� El Ministerio de Hacienda y Crédito Público de Colombia, mediante comunicación del 23 de febrero de 2004,  ha reiterado su propuesta para incluir estas disposiciones. El tema está en consultas entre la Presidencia del Consejo Asesor de Ministros de Hacienda o Finanzas, Bancos Centrales y Responsables de Planeación Económica y el Gobierno de Colombia.


� Esta cláusula no cubre medidas de un País Miembro que limiten insumos para el suministro de servicios financieros.





� Los Países Miembros entienden que nada de lo dispuesto en el Artículo 6 impide que una institución financiera de una País Miembro solicite a otro País Miembro que autorice el suministro de un servicio financiero que no es suministrado en el territorio de ninguno de los Países Miembro. Dicha solicitud se sujetará a la normativa del País Miembro a la que se presente la solicitud y, para mayor certeza, no estará sujeta a las obligaciones del Artículo 6.





� Para mayor certeza, el Artículo 5 no se aplica a una modificación de alguna medida disconforme referida en el subpárrafo (a) en cuanto la modificación no disminuya la conformidad de la medida, según existía en la fecha de entrada en vigor de la presente Decisión, con el Artículo 5.





� Se entiende que el término “motivos prudenciales” incluye el mantenimiento de la seguridad, solvencia, integridad o responsabilidad financiera de instituciones financieras individuales o de proveedores transfronterizos de servicios financieros.





� Para mayor certeza, una País Miembro podrá consolidar sus respuestas a los comentarios recibidos de parte de personas interesadas y publicarlos en un documento aparte del que se expida con la regulación final.






